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LAS CATÁSTROFES CULTURALES DEL SIGLO XXI
(LOS CASOS DE AFGANISTÁN E IRAK)*

Para Cristina Pacheco, Premio Rosario Castellanos.
Mujer de letras y de convicciones.

Los Budas de Bamiyan pertenecían al arte greco-budista, que proviene de la 
región de la antigua Gandhara (que corresponde ahora a Kandahar), el sitio 
de mayor relevancia cultural de Afganistán. El nombre de Bamiyan irónica-
mente significa “el sitio de la luz resplandeciente”, y los Budas terminaron 
por ser las víctimas prominentes del jolgorio iconoclasta talibán: En 2001 el 
Mullah Omar ordenó su destrucción ante la estupefacción de Occidente.

Esta orden incomprensible había sido precedida en 1998 de un decreto 
del propio Mullah Omar que ordenaba su protección en beneficio de la co-
munidad internacional budista, lo que evidenciaba por sí solo un reconoci-
miento y un compromiso con la preservación cultural universal.

De la intolerancia religiosa…

Pocos días después de la demolición de los Budas de Bamiyan, el por-
tavoz del Mullah Omar comentó a la prensa internacional occidental: “Los 
talibanes queremos ser conocidos como destructores de ídolos, y no como 
mercaderes de ídolos”. La prensa occidental y las organizaciones interna-
cionales no entendieron la profundidad de este mensaje. La frase, que pasó 
desapercibida, resulta ser una de las claves para descifrar este suicidio cul-
tural. El portavoz invocaba Verbatim a Mahmud de Ghazni, quien en 1025 
saqueó y devastó el templo de Shiva en Somnath, provincia de Gujarat. Fue 
este gobernante afgano quien respondió de la misma manera a los brahma-

*  Sánchez Cordero, Jorge A., “Las catástrofes culturales del siglo XXI (los casos de Afgani-
stán e Irak)”, Revista Proceso, México, núms. 1842 del 18 de febrero y 1846 del 17 marzo de 2012.
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314 JORGE A. SÁNCHEZ CORDERO

nes cuando intentaron detenerlo para impedir que destruyera el icono de 
su templo. En 1296 el sultán Allauddin Khilji volvería a repetir el saqueo. 
Estas fueron las últimas confrontaciones del medioevo entre musulmanes e 
hinduistas, que perviven hasta nuestra época.

A diferencia de otras religiones, el Islam prohíbe el uso de imágenes y 
con ello intenta evitar el comercio de íconos. La destrucción de los templos 
ha acendrado las tensiones religiosas ancestrales y parece no encontrar fin.

La mezquita Babri en Ayodhya, en el estado indio de Uttar Pradesh, 
cerca de la actual frontera con Afganistán, fue construida por el Sultanato 
de Delhi y era una de las expresiones más interesantes del arte mogol. En 
1990 se organizó una Rath Yatra, como se denomina a una peregrinación 
político-religiosa que partió de la misma Somnath, escenario medieval de la 
confrontación entre hinduistas y musulmanes, y no tardó en convertirse en 
el inicio de una convulsión religiosa. Dos años después de esta peregrina-
ción, en 1992, la mezquita fue destruida por fundamentalistas hindúes, y el 
conflicto religioso se esparció por todo el subcontinente indio.

Estos dos episodios, íntimamente vinculados, evidencian el complejo 
trasfondo de la destrucción de los Budas de Bamiyan en Afganistán, en el 
cual subyacen tensiones religiosas ancestrales, difícilmente comprensibles 
para Occidente e incompatibles con su sistema de valores.

Las simplificaciones abundan y resultan insuficientes para explicar este 
drama religioso. Al régimen opresivo y drástico de los talibanes habría que 
añadir su aislamiento internacional, la ausencia de ayuda humanitaria y un 
territorio sujeto constantemente a rivalidades territoriales, que se remontan 
al siglo XIX y eran protagonizadas por las regiones zaristas y la India bri-
tánica. He aquí la encrucijada de un sinnúmero de civilizaciones, provistas 
todas ellas de una gran riqueza cultural.

…al fundamentalismo iconoclasta

Los movimientos iconoclastas han sido recurrentes y la historia es gene-
rosa en darnos múltiples ejemplos. El emperador Teodosio ordenó destruir 
la Biblioteca de Alejandría, por segunda ocasión, y arrasar el templo de Se-
rapis, último refugio de los paganos. A este episodio le sucedieron diversos 
movimientos iconoclastas bizantinos. La Reforma religiosa en Europa fue 
igualmente convulsiva: las iglesias de ese continente sufrieron destrucciones 
de imágenes jamás vistas.

Eisenhower, en plena Segunda Guerra Mundial, ante simples indicios 
de que los alemanes se habían refugiado en la abadía benedictina de Mon-
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315LAS CATASTROFES CULTURALES DEL SIGLO XXI

tecassino, erigida en 524, ordenó su destrucción. El veredicto de la historia 
le es totalmente adverso: en la abadía no solamente no se encontraba un 
solo elemento del ejército alemán, que incluso había trasladado el valioso 
acervo de la abadía al Vaticano, sino que se privó a la humanidad de una 
de las joyas medievales.

La destrucción de los Budas de Bamiyan podría ser analizada como un 
episodio más en la perpetración de crímenes culturales. En Afganistán, sin 
embargo, el debate en lo que respecta a la destrucción de bienes culturales 
en tiempos de conflicto armado en la región es distinto. (El caso de Irak fue 
profusamente discutido con anterioridad en Proceso [edición 1842] y obede-
ce a otras particularidades.) También se separa conceptualmente de la gue-
rra en la antigua Yugoslavia; en este último caso había un ejército regular, 
el de las fuerzas armadas populares de Yugoslavia, y el derecho de la guerra 
(jus belli) era totalmente aplicable.

Con apoyo en la legalidad vigente, el Consejo de Seguridad de las Na-
ciones Unidas instaló el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia 
(ICTY por sus siglas en inglés), lo que permitió que los generales Blastic, 
Jokic y Strugar fueran juzgados y condenados por el ataque a la antigua 
ciudad de Dubrovnik, patrimonio cultural de la humanidad, y por la des-
trucción del puente medieval Mostar en Bosnia-Herzegovina.

No obstante que los militares habían alegado en su favor la excluyen-
te de responsabilidad de lo que en términos del fuero castrense se conoce 
como “estado de necesidad militar”, la sentencia les fue adversa con funda-
mento en la responsabilidad del mando que les asistía.

Empero, el cuestionamiento en Afganistán respecto de los crímenes cul-
turales es mucho más profundo: ¿cómo proteger de la destrucción los mo-
numentos que se encuentran dentro del territorio de un Estado que atenta 
contra ellos? Los hechos en presencia son: la ausencia de un ejército regular 
y la inactividad religiosa de los Budas de Bamiyan. En este caso, el jus belli 
carece de respuestas, toda vez que la destrucción de los Budas por el Emira-
to Islámico de Afganistán no se dio en un contexto bélico, no constituyó un 
acto de guerra, no era un objetivo militar, ni la acción corrió a cargo de una 
fuerza militar de ocupación, ni tampoco eran los Budas un templo activo.

La destrucción de los Budas de Bamiyan tuvo por objeto la eliminación de 
una manifestación cultural que era contraria a las creencias religiosas islámi-
cas. El acto no fue producto de bombardeos, sino totalmente premeditado y 
publicitado, y documentado tanto en su planeación como en su ejecución siste-
mática. La estrategia era clara: un genocidio cultural contra las imágenes blas-
femas que se convirtió muy pronto en el símbolo de la intolerancia religiosa.
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316 JORGE A. SÁNCHEZ CORDERO

Los talibanes desoyeron las misiones de paz, tanto de las Naciones Uni-
das como de la Unesco, que tenían como propósito que aquéllos desistieran 
de su propósito. Debe puntualizarse que la destrucción de los Budas no fue 
un acto bélico, sino una acción perpetrada por un Estado en contra de su 
propio legado cultural.

El cambio abrupto de actitud del talibán Mullah Omar —destruir los 
Budas tras haber decretado su protección— únicamente puede ser entendi-
do en un contexto religioso: su aversión fundamentalista por las imágenes y 
la actitud mesiánica de reafirmar su poder frente a la comunidad interna-
cional. Occidente no logró descifrar con anticipación el contexto en el que 
se actuaba y su parálisis lo inculpa por omisión.

El estado de indefensión de la cultura

Ante esta circunstancia, la reacción de la Unesco fue la elaboración, en 
2003, de la Declaración relativa a la destrucción intencional del patrimonio cultural. Esta 
normativa intenta dar respuesta a la destrucción de bienes culturales en tiem-
pos de paz, de guerra y de ocupación militar, y la hace vinculante tanto para 
Estados-parte de la Convención de La Haya, que regula el derecho de guerra 
en caso de conflictos armados (jus belli) que sucedan dentro de su territorio, 
como para aquellos Estados que no sean parte de ella.

Esta declaración intenta determinar una responsabilidad penal para los 
Estados y los individuos que incurran en la destrucción intencional y preme-
ditada de la herencia cultural, o en la omisión en cuanto a la adopción de 
medidas preventivas de salvaguarda del patrimonio cultural, con base en dos 
premisas básicas: la específica, que es la transgresión del derecho internacio-
nal, o bien, la clausula generalis, que consiste en una ofensa injustificable contra 
los principios de la humanidad o los dictados de la conciencia pública.

Las premisas de legalidad para juzgar y condenar a los talibanes pro-
puestas por la academia han resultado inadecuadas, puesto que suponen 
juzgarlos con base en la costumbre internacional. Esto obliga a cambiar 
la narrativa actual en torno a la protección del legado cultural, así como a 
introducir nuevos e imaginativos argumentos: Por ejemplo, debe recurrirse 
a una distinción, por demás obvia, entre legado cultural nacional y legado 
cultural estatal —lo que, por el contrario, parece soslayarse—, o bien propi-
ciarse la creación de cielos seguros, entre otros muchos.

A lo anterior habría que agregar que los organismos internacionales 
se encuentran atrapados por sus propias limitaciones. La Unesco es una 
instancia intergubernamental que está obligada a respetar la legislación na-
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cional de los Estados y que carece de un mandato para proseguir indagato-
rias penales, proveer la custodia de bienes culturales o imponer sanciones 
contra actos delictivos culturales de las autoridades nacionales. Su función 
se reduce a mediar y persuadir entre Estados y ofrecer su experiencia en la 
protección del legado cultural en tiempos de crisis.

Epílogo

Poco tiempo después de este suicidio cultural —la destrucción de los Bu-
das de Bamiyan— la Unesco organizó una reunión en Doha, Qatar, con el 
organismo correspondiente de la liga árabe, que congregó a especialistas de 
diferentes escuelas del pensamiento islámico. La conclusión fue terminante: 
en la tradición jurídica islámica, conforme al Corán, la Sharia, el Hadith y la 
jurisprudencia islámica, existe una aceptación de la diversidad cultural.

Los talibanes de ninguna manera representan la cultura de Afganistán, 
ni menos del Islam; son una distorsión perversa, lo que no debe llamarse 
a sorpresa, pues las últimas décadas han sido prolíficas en falsificaciones 
religiosas realizadas por fundamentalistas de toda índole para legitimar sus 
objetivos políticos.

El devenir del Valle de Bamiyan no resulta sencillo: ¿Deben los Budas 
ser restaurados en función del interés general? ¿o deben permanecer como 
un símbolo de la intolerancia religiosa? (Los nichos vacíos resultan ser más 
elocuentes que el bálsamo de la restauración. Los escrúpulos budistas irían 
en este último sentido). En caso de que se opte por la restauración, ¿ésta de-
berá ser realizada por los propios afganos o en consulta con la comunidad 
internacional? ¿Cómo hacer la restauración? Se podría sugerir que ésta fue-
ra mediante anastilosis, proceso de restauración donde se puede distinguir 
cuáles son las piezas originales y cuáles las recientes.

Para su estabilidad, una sociedad requiere de un legado cultural nacio-
nal en el que se erradiquen las falsificaciones del pasado o las transposicio-
nes culturales simplistas. Afganistán demuestra lo que ha sido hasta ahora 
una prédica en el desierto: la educación y el compromiso informado de las 
comunidades locales son una condición suficiente para la efectividad de la 
legislación protectora del legado cultural.

Afganistán merece que sea la sabiduría de los arqueólogos profesionales la 
que decida, y no los intereses militares o religiosos; que se privilegie el cincel 
sobre los bulldozers. Afganistán hoy se confronta con una imaginación, memo-
ria e historia colectiva inventadas por extraños. Esa es su verdadera tragedia.
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El caso de Irak

El siglo XX fue un siglo corto. Se inició con la Primera Guerra Mundial 
y terminó con la caída de Muro de Berlín. El inicio del siglo XXI estuvo 
marcado por sucesos culturales sin precedentes: el 21 de febrero del 2006 el 
director del Museo Metropolitano de Arte de Nueva York (el Met), el aristó-
crata Philippe de Montebello, firmó un acuerdo con el Ministerio de Bienes 
Culturales y Ambientales de Italia y restituyó a a este país 21 antigüedades, 
entre ellas la crátera firmada por Eufronios (siglo VI a. C.), un alfarero de 
la antigua Grecia. Esta pieza la había adquirido el Met de la mafia suiza, 
conocida como Organización Criminal Medici.

Como antecedente de este hecho se halla el caso de Marion True, la 
antigua curadora de arte antiguo del Museo Paul Getty de Los Ángeles, 
California, quien fue procesada en Roma bajo el cargo de conspiración por 
haber adquirido un lote de antigüedades romanas de “proveniencia dudo-
sa”. El director de ese recinto, Michael Brand, se vio obligado a recomendar 
a su Consejo la restitución de esas antigüedades empleando el eufemismo 
de la “procedencia dudosa”, entre otros, del famoso Getty Kouros. Frede-
rick Schultz, uno de los comerciantes de arte más importantes en Estados 
Unidos, fue incriminado en la Corte de Nueva York por haber vendido una 
cabeza de oro del faraón Amenhotep II, reclamada por Egipto. La segunda 
Corte de Apelaciones del Segundo Circuito confirmó el veredicto.

A pesar del optimismo que pueden infundir estos hechos y otros seme-
jantes, los claroscuros se multiplican: en marzo de 2006 Shelby White donó 
a la Universidad de Nueva York 200 millones de dólares para promover un 
instituto de estudios de arte antiguo. En medio de la controversia en torno a 
la adquisición de bienes culturales de “procedencia dudosa”, el Met organi-
zó una exposición de más de 200 piezas de arte griego, romano y del cerca-
no oriente, al tiempo que inauguraba (abril de 2007) el Patio de Leon Levy y 
Shelby White en las instalaciones de ese recinto. La prestigiosa revista Ame-
rican Journal of  Arqueology denunció que el noventa por ciento de esta 
colección es de “procedencia dudosa” y las autoridades italianas sostienen 
que las antigüedades contenidas en ella provienen de excavaciones ilícitas.

En 2000 la Universidad de Cornell recibió 1679 tablillas cuneiformes 
provenientes de Ur, en tanto que la de Harvard recibió otro lote importante 
de ese tipo de piezas. Ambas instituciones, sin embargo, se abstuvieron de 
formular “preguntas incómodas” al momento de recibir los objetos, como 
puede constatarse en el Programa de Publicaciones Arqueológicas Shelby 
White-Leon Levy.Algunas de las colecciones más importantes existentes en 
Estados Unidos no tienen determinado el origen de sus piezas. Para revelar 
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la magnitud de este aserto, basta con mencionar que la colección Zollman 
de arte precolombino únicamente tiene determinado el 8 % del origen de 
todo su acervo; la Fleischman de arte clásico el 8 %; la Leon Levy y Shelby 
White de arte clásico) el 17 %; la Ortiz, de arte clásico del Viejo Mundo, el 
21 %; la Alsdorf, formada por piezas de arte hindú, himalayo y del sureste 
asiático), el 0 %, y la Eilenberg, de arte hindú y del sureste asiático, 5 %.

Estas referencias son meramente indicativas de las graves proporciones 
que ha alcanzado el tráfico ilícito de arte antiguo en el ámbito internacio-
nal, actividad que se ha constituido en uno de los negocios más rentables 
del crimen organizado y del terrorismo internacional, sólo después del nar-
cotráfico y la venta ilegal de armamento. En defensa de este Shibboleth, 
la Interpol inició un programa que intenta combatir ese tráfico ilícito, aun 
cuando en el caso de Irak ha destacado solamente dos oficiales. Los países 
de destino no han hecho más: Scotland Yard tiene adscritos únicamente 
cuatro oficiales, y el FBI —por medio de su equipo de despliegue rápido 
contra crímenes de arte— cuenta con ocho agentes. Sin duda el Comando 
de Carabineros para la Protección del Patrimonio Cultural, en el caso de 
Italia, es el que se ha significado por ser un cuerpo de élite en el combate 
de este tipo de crímenes; adicionalmente a sus tareas, junto con la Unesco 
formó en el ámbito internacional una división de “cascos azules culturales”, 
que intervienen solamente a petición expresa de un Estado.

Los últimos conflictos bélicos en la antigua Yugoslavia, en Afganistán 
y en Irak reavivaron el debate sobre la eficacia de las normas internacio-
nales en caso de conflictos armados. En los tribunales de Nüremberg y de 
Tokio, en las postrimerías de la Segunda Guerra Mundial, se estableció 
que la confiscación, destrucción y daños a los bienes culturales constituían 
crímenes de guerra y, por consiguiente, quedaban sujetos a penalidades; 
criterio que ha sido ratificado por la Corte Penal Internacional para la 
antigua Yugoslavia y la Corte Penal Internacional.

Irak: el robo de la memoria histórica

Las antigüedades provenientes de la región de Mesopotamia cobraron 
especial interés, a partir del siglo XIX, cuando los imperios francés y britá-
nico ubicaron sitios patrimoniales con base en fuentes bíblicas y clásicas. Por 
primera vez se pudo identificar la localización de Nínive y Babilonia. En el 
siglo XIX Paul Emile Botta, cónsul francés en Mogul, inició las exploracio-
nes en los palacios asirios de Khorsabad, la antigua Dur Kurigalzu, y en 
Nínive, y remitió al Louvre las planchas de los muros con los monumentales 
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leones alados decorados con los tesoros de los reyes asirios; su colega Layard 
hizo lo propio pero enviando las piezas al Museo Británico y al Met.

Con mayor orden, los estadunidenses exploraron Nippur en expedi-
ciones auspiciadas por la Universidad de Pennsylvania. Las tablillas cunei-
formes ahí obtenidas permitieron la reconstrucción de partes de la historia 
antigua de esa ciudad sumeria y el desarrollo de los estudios de la lengua 
acadia, entre otros aspectos que enriquecieron el conocimiento universal. 
Aun cuando bajo la legislación otomana los monumentos arqueológicos 
pertenecían al Estado, esto no fue impedimento para que universidades y 
bibliotecas norteamericanas acumularan documentos, manuscritos y se-
llos cilíndricos de alto valor de la cultura sumeria, muchos de ellos prove-
nientes de Umma y Drehem.

El Museo de Irak concomitantemente con el Servicio de Antigüedades 
de ese país, fue fundado en 1922 bajo la dirección de Gertrude Bell, quien 
auspició una legislación que es réplica de la otomana anterior y que reafir-
mó la defensa del patrimonio nacional iraquí. No obstante ello, el pillaje 
continuó. Ya bajo la vigencia de ese conjunto de leyes, los arqueólogos Co-
oke y Starr, el primero británico y el segundo estadunidense, fueron proce-
sados por contrabando de piezas arqueológicas. Sydney Smith, uno de los 
directores de la sección de antigüedades del Museo Británico, emitió un 
memorándum a propósito de estos hechos, pero en el que se mostraba más 
preocupado por la autenticidad de las piezas que por su compra ilícita…

Del robo del arte…

Al término del mandato británico y la independencia del Reino de Irak, 
la tendencia de la compra ilícita de antigüedades iraquíes cambió drásti-
camente, toda vez que hacia 1936 esa nación adoptó una legislación más 
estricta en la materia. Ese tipo de piezas y los bienes arqueológicos conti-
nuaron siendo considerados propiedad del Estado.

La Segunda Guerra Mundial es un parteaguas en lo que atañe a la pro-
tección del patrimonio cultural de Irak. Los arqueólogos y filólogos iraquíes 
en el extranjero se vieron obligados a regresar e iniciaron excavaciones bajo 
la autoridad del Estado, si bien auxiliados por el británico Seton Lloyd.

El incremento del precio del petróleo le permitió a Irak invertir recur-
sos en la protección de su patrimonio cultural, lo que se tradujo en una dis-
minución sustantiva de las excavaciones ilícitas y la exportación de tesoros 
arqueológicos. La Revolución de 1958 trajo la virtual eliminación de las ex-
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cavaciones ilícitas. Desde entonces y hasta 1990 se ejerció un control rígido 
en ese rubro, gracias siempre a los excedentes petroleros de los años setenta. 

También desde entonces el Servicio de Antigüedades de Irak pudo em-
plear a un número mayor de personal, incluidos guardias y representantes 
museísticos regionales, y, en suma, aplicar en forma más estricta la ley pro-
tectora de bienes culturales, de modo que en el mercado negro internacional 
únicamente podían encontrarse algunas piezas de importancia menor prove-
nientes de la región. En 1967 se reinauguró el Museo Nacional iraquí, y en 
los setenta se crearon museos regionales en todas las provincias. El Servicio 
de Antigüedades de ese país cobró una excelente reputación en el Medio 
Oriente, e Irak se destacó por ser una de las naciones líderes en la protección 
de su herencia cultural.

La situación descrita, sim embargo, cambió drásticamente después de 
la Guerra del Golfo en 1991. A raíz del caos que suscitaron las revueltas 
ocasionadas por la invasión estadunidense en el sur y el norte, 13 de los 19 
museos regionales fueron saqueados y más de 5000 piezas de alto valor in-
gresaron al mercado negro internacional.

A estos eventos habría que agregar otros que marcaron la cotización de 
bienes culturales de la región en el mercado negro: por ejemplo, la quiebra 
de la Bolsa de Nueva York en los ochenta, que obligó a los inversionistas a 
buscar valores-refugio. Las subastas de las colecciones Erlenmeyer y Moore 
dispararon los precios de los bienes culturales provenientes de la región que 
abarcó la antigua Mesopotamia: algunos sellos sumerios alcanzaron la cota 
de más de 100 mil dólares.

De inmediato surgieron traficantes de bienes culturales, especialmente 
en la región desértica entre los ríos Tigris y Éufrates, en especial en Umma. 
A fines de los noventa los sellos cilíndricos sumerios rebasaron la cota de 100 
mil dólares. Un sello real neoasirio que se trató de comercializar ubicándolo 
como proveniente de un supuesto reino iraní alcanzó la cota de 400 mil dó-
lares. Un efecto paralelo y previsible del comercio ilícito fue la aparición de 
falsificaciones que llegaron incluso a confundir a los expertos.

Un tercer evento marcó el curso del pillaje: la restricción de vuelos en 
el territorio iraquí, que impidió que las zonas arqueológicas, especialmente 
del sur, fueran sobrevoladas por helicópteros, lo que sin duda favoreció el 
saqueo. Prueba de ello es que en 1994 se incrementó dramáticamente la 
oferta en el mercado negro internacional de bienes culturales provenientes 
de Umma, Umm al-Hafriyar (región cercana a Nippur), de un centro alfa-
rero y de Adab. Especialmente grave es el caso de Isin (ciudad que alcanzó 
su desarrollo en el tercer milenio a. C.), actualmente Ishan al-Bahriyat, que 
fue totalmente saqueada.
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…al arte del robo

En los años noventa, la escalada del tráfico ilícito de bienes culturales lle-
gó a ser de tal magnitud a nivel internacional que un importante y conocido 
coleccionista radicado en Nueva York sostenía que era la época de oro para 
coleccionar. No resulta ocioso mencionar que la prohibición de que se impor-
taran productos provenientes de la región en Estados Unidos no se hizo exten-
siva a los bienes culturales, que circulaban libremente en territorio de ese país.

Cualquier medio se utilizaba para la exportación ilícita: automóviles 
diplomáticos, la vía saudita, jordana y la kurda… —en esta última el go-
bierno iraquí había perdido todo control—. Muy pronto los bienes cultura-
les iraquíes aparecieron en las tiendas de antigüedades de Amán, Damas-
co y Alepo; algunos llevaban aparejados “documentos”, elaborados en la 
propia Jordania, que pretendían legalizar las piezas sustraídas ilícitamente, 
cuando resulta una obviedad que provenían de la región que abarcó la an-
tigua Mesopotamia, y no del territorio de aquel país.

Para dimensionar esta catástrofe cultural basta mencionar que en la dé-
cada de los noventa un fuste amputado de una estatua esculpida en piedra 
negra fue ofrecido en venta en el mercado de Londres. La estatua era de 
especial relevancia, ya que narraba la rebelión de las ciudades del sur de Ba-
bilonia en contra de Samsuiluna, hijo y heredero de Hamurabi, encabezada 
por un “rey de Sumeria”, título infrecuente en esa época. La cota de ese ob-
jeto de enorme valor histórico, provista de documentación suiza, alcanzó la 
suma de 400 mil dólares. Actualmente se sabe que la pieza se encuentra en 
posesión de un coleccionista italiano, con lo que el conocimiento universal 
perdió una valiosa y única oportunidad de conocer la historia de la primera 
civilización humana. El daño es irreversible.

El 24 de enero de 2003, cuando ya era inminente la segunda versión 
de la guerra de Estados Unidos y sus aliados contra Irak, se realizó una re-
unión en el Pentágono y en el Departamento de Estado estadunidense en la 
que se enfatizó la importancia de Irak como el centro de la civilización más 
antigua de la humanidad. Los participantes en el cónclave destacaron la 
vulnerabilidad de la región y las altas probabilidades de que fuera saqueada, 
como una consecuencia natural del caos que se provocaría por la guerra; se 
mencionó asimismo la importancia del Museo Nacional de Irak, especial-
mente propenso al saqueo, y se dieron seguridades de que el recinto no sería 
bombardeado, lo que se cumplió en efecto, si bien el saqueo fue inevitable.

No fue sino hasta el 22 de mayo del mismo 2003 cuando el Consejo de 
Seguridad de las Naciones Unidas, en su resolución 1483, resolvió intentar 
poner un freno al saqueo, lo que obligó al Congreso estadunidense y a la 
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Unión Europea a reaccionar. Esta última declaró ilícito el tráfico de bienes 
culturales de Irak en su resolución 1210/2003. El colapso, sin embargo, ya 
estaba consumado. Ahora, tras la salida de ese país de las tropas estaduni-
denses, se puede visualizar con mayor claridad esta catástrofe cultural en 
toda su dimensión.

Se puede convenir en que el mayor ultraje a un museo es el que se esceni-
ficó del 10 al 12 de abril de 2003 en el Nacional de Irak, en tanto que el mayor 
agravio a zonas arqueológicas es verse saqueadas hasta su aniquilación. Las 
sustracciones de lo poco que aún queda en ese recinto y en esas zonas conti-
núan. La preservación del conocimiento universal se ha perdido para siempre.

La denuncia

Resulta muy claro que existe una cooperación muy importante entre la 
academia, especialmente de filólogos e historiadores de arte que traducen, 
analizan y autentifican los bienes ilícitamente exportados a los coleccionis-
tas y comerciantes de arte. Los primeros justifican su actividad con el argu-
mento de que salvaguardan información que fatalmente se perdería sin sus 
análisis de bienes culturales y la lectura de las inscripciones. 

Por su parte, los comerciantes y traficantes gozan de un total anonimato 
e impunidad. La cierto es que hay una relación simbiótica entre coleccio-
nistas, curadores, historiadores de arte y filólogos que autentifican los bienes 
culturales y con ello preservan su valor en el mercado negro. El cuestiona-
miento ético al que se confrontan es lapidario: la complicidad confesa en la 
comisión de delitos. En contraste con estos académicos, existe una corriente 
de arqueólogos que busca preservar los objetos in situ con la finalidad de ob-
tener una mayor e invaluable información sobre el significado de las piezas.

El derecho de la guerra, el jus belli, ha encontrado únicamente impulso 
en el combate internacional del terrorismo (jus ad bellum) y en la protección 
de personas y de sus bienes (jus in bello). La protección de bienes culturales en 
el ámbito internacional después de las catástrofes culturales citadas comien-
za nuevamente a tomar aliento. La eficacia de la panoplia de instrumentos 
que regulan la protección de este tipo de bienes en tiempos de conflicto 
armado suscita, para decir lo menos, serios cuestionamientos; por ello la 
Unesco ha relanzado una serie de trabajos sobre el particular. Las conven-
ciones de La Haya de 1899 y 1907, la Convención IV de Ginebra de 1949 
y la de La Haya de 1954 constituyen el marco jurídico para la protección de 
bienes culturales en tiempos de conflicto armado, pero han demostrado ser 
insuficientes. Las evidencias se encuentran en todas partes. Estados Unidos 
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finalmente ratificó la Convención de La Haya de 1954, aun cuando falta la 
confirmación de sus dos protocolos.

Por ello, no deja de ser elocuente sin embargo que, en el caso de Irak, 
la Cruz Roja Internacional, sujeta a la legislación suiza pero con personali-
dad jurídica internacional, hubiera establecido que “la potencia que ocupa 
el territorio debe prevenir la exportación ilícita de los bienes culturales del 
territorio ocupado y se encuentra obligada a restituir los bienes culturales 
ilícitamente exportados a las autoridades competentes del territorio ocupa-
do”. La eficacia de este precepto se le deja a la historia.

Las catástrofes culturales obligan a una reflexión. Al margen del orden 
jurídico, la humanidad no puede escapar a una condena fatal: desde tiem-
pos inmemoriales el arte ha dado una aureola de prestigio a una ciudad o 
a una dinastía. Las ciudades o dinastías rivales intentaban destruir a las do-
minadas privándolas de su patrimonio cultural, se apropiaban de la fuerza 
de sus rivales devorando su maná, esa fuerza que en la antigüedad refería a 
un poder sobrenatural que, a su vez, confería una eficacia mágica y sobre-
natural a la cultura.
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